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Resumen: A comienzos de los años 90, Ú>s seroicios 
de gas y energía eliclrica de la ciudad de Buenos Ai­
res .fuerrm lrans.feritú>s a empresas privadas cow> re­
sultado de un amplio proceso de privatizaciones de 
Ú>s seroicios urbanos que eran prestados por empresas 
eslalales. 

No sóúJ incluyeron a los componentes econámico­
empresaiios y a ú,s activos ec:onámicos de ÚJs servicios, 
sino que si1,.rn�ficaron el cambio desde una relacián 
prestación-usuario (producl<Jr-consumitlor), caracte­
rizada por Ú>s derechos de c:iudatlanía, a olra mar­
cada ¡,m· una relación mercantil (clienle/a-rnercanlil). 
/ ,as lrans.ferencias jiteron tm lrrupaso de poder hacia 
actores ¡,rivados, con considerables repenusiones 
sociales y polilicas ( servicio público, interés general y 
ciudadanía). 

Abstract: In lhe beginning of lhe 90's, lhe Buenos 
Aires Cily 's gas an·d eleclric: energy servic:es were 
privaliz.ed willz almosl all lhe olher urban seroices. 

The gas and energy privalizalion included lhe 
enlerprises control wilh ils economical and insli­
l ulional elemenls, as well as a change in lhe 
re/alionship belween producer and amsumer: .from a 
c:onsumer a!i a ciliz.en user lo a clienl. This 
privalizalirm moved power .fmm public aclors lo privale 
aclors, wilh a strong social and polilical impac:l 
(pubüc service, general inleresl and ciliz.enship). 
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INTRODUCCIÓN 

D
ESD.E. EL INICIO DE LOS AÑOS NOVENTA los servicios de gas4 y energía déct1ica 
de la ciudad de Buenos Aires se encuentran a cargo de empresas privadas a 
las que fueron transferidos como resultado de un amplio proceso de 

privatizaciones de los servicios urbanos que eran prestados por empresas estatales. En 
los casos que nos ocupan, se trató de la privaúzación de Servicios Eléctdcos del Gran 
Buenos Aires -SEGBA-y de Gas del Estado. 

Tales transferencias desde ámbitos estatales a privados no solamente incluyeron a 
los componentes económico-empresariales de los servicios y a los activos económicos 

• Este artículo es parte de los primeros resultados del proyecto "Formulación teórico-metodológica
para el análisis del sistema de redes de seivicios de infraestructurn urbano-regionales", PIP núm. 4.733. 
re�lizado con el auspicio del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técuicas (Conicet).
baJo la dirección de Pedro Pírez. 1 Enviar correspondencia al Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas - Centro de
Estudios Avanzados clt' la Universidad de Buenos Aires,

:l Enviar correspondene.ia a la Facultad de Ciencias Sociales, Universidad de Buenos Aires, 
:\ Enviar correspondencia al Institut d'Etudes Politiques (n•:r) de París. 1 Nos referimos al servicio del llamado "gas natural", particularmente en su distribución por redes

urbanas . 
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a ellos asociados, sino que, en nuestra hip9tesis, significaron el cambio de una rela­

ción de "prestación-usuario'' (productor-consumidor) caracterizada por el predo­

minio de los derechos de ·ciudadanía, a otra caracterizada por el predominio de los 

derechos propios de una relación mercantil (clientela mercantil). Las transferencias 

fueron, en el fondo, un traspaso de poder hacia actores privados, con fuertes conse­

cuencias sobre ctiestiones sociales y políticas fundamentales, como servicio público ,

interés general y ciudadanía. 
Las privatizaciones meilcionadas acarrearon un cambio importante en la organiza-

ción del Estado y en la vida cotidiana de la población. Ese cambio supuso el predomi­
nio de una lógica de ganancia en la gestión de los se1vi.cios por encima de otras lógicas 

(sociales, políticas o éticas) que tienden a garantizar el carácter público de los servi­
cios nlás allá de las necesidades merameú.te mercantiles. 

Para desarrollar nuestro enfoque, presentamos, en una primera parte, el proceso 

político y económico de las privatizaciones de se1vicios públicos de los aúos noventa ;
particularizamos luego en los casos del gas y la energía eléctrica e intentamos demos.:. 

trar la tr,msferencia de poder desde el Estado hacia las empresas privadas y sus conse-
cuencias. 

Por último, concluimos con algunas reflexiones sobre las nuevas relaciones que se
dan entre los distintos actores que se vinculan a partir de la reestructuración de los
servicios públicos. 

l. EL PROCESO DE PRIVATIZACIONES\' EL CAMBIO DEL ROL DEL ESTADO

A) L\s PRIVATIZACIONES EN LOS AÑOS NOVENTA 

El amtexto: rl!form.a del fatado y neolibemlism.o 

Desde la década de los ochenta la economía argentina sufrió un fuerte proceso de 
reestructuración. A finales ele esos aiios se hizo evidente el agotamiento de un tipo • 
de funcionamiento social centrado en la valorización financiera,junto con la "quie­
bra" de nn modelo "estadocéntrico". Se inició, de esa forma, una importante modifica­
ción en el sistema de relaciones entre el Estado, la sociedac,l y el mercado. En ese con­
texto se pusieron en marcha políticas económicas que planteaban estabilizar la 

economía reduciendo el gasto público. Los principales instrumentos de ese cambio 

fueron la apertura internacional y la desregulación de las actividades económicas jun­
to con la reforma del Estado en general y, particularmente, la privatización de las em­
presas públicas. En consecuencia, el Estado disminuyó considerablemente su capaci-

. dad de actuación y control de las actividades y de asignación de r�cursos. El sector 
pt'iblico asumió nn nuevo papel, lo cual abrió el camino para la emergencia de nuevos 
actores v mercados que fnndaron otras relaciones sociales en la prestación ele los ser­
vicios públicos. 



CONSECl 1ENCIAS POLÍTICAS DE LA PRIVATIZACIÓN DE LOS SER\'ICIOS l TRB,\NOS ... 2S 

Las �rivatizacione� respondieron a intereses tanto macroeconómicos como políti­
cos, mas que a necesi<l_ad�s específicas de los seivicios prestados por las emprcsas es­
tatales. -�esd� lo

_ 
econo�uco, l

_
a v:nta de los activos estatales o la simple concesión de

los seivicios sigmficaba cierta hqmdez monetaria para "cerrar transitoriamente las bre­
chas ii:terna y externa y[ ... ] si se intercambiaban por papeles de la deuda pública [ ... ] 
e� ?ob1erno con�eguía algún saneamiento patrimonial del Estado y una mejor posi­
c10n para negociar con los acreedores externos" (Gerchunoff, 1992: 11). 

El gobierno -que inició su mandato en 1989- necesitaba legitimar un discurso 
que apelaba al ordenamiento económico-social en aquel entonces erosionado. En ese 
sentido, las privatizaciones se configuraron como fuente de credibilidad frente a la 
socied,�d a�·gei�tina y, sobre todo, frente a la comunidad de negocios. Ciertos rasgos de
esas pnvat1�acio�1es ?,ueden ser comparados con los argumentos que se esgrimieron 
p

_
ara

_
la na�10nahzac1on de los seivicios en los aiios cuare'nta.5 Las imágenes de seivi­

c10s mefici��ltes, de b:�ª calidad, de empresas sin inversión, caducas y con sospechas 
<_le corrupoon son analogas. Por otra parte, en ambos casos se supuso que dicha trans­
formación permitiría modificaciones más sustantivas e importantes en la economía del 

país y en la calidad de vida de la población. 
La intensidad de las reformas económicas y políticas ocurridas en la década de los 

110,·enta·imprimió al proceso privatiwdor rasgos propios que lo diferenciaron de otras 
�xpericncias _ tant� l�tinoarnericanas como europeas. En primer lugar, ese proceso6 

fue ta_n ,�mpho � rap1do que lle\'Ó a un aumento de la concentración y centralización
ccononuca de ciertos agentes privados que .pasaron a ocupar un importante lugar en 
el_ desarrollo económico del país y, así, i:Ldquirieron una fuerte presencia política. Para 

dichos agentes, las privatizaciones de los seivicios públicos implicaron la posibilidad 
de acceder a_l control de mercados monopólicos u oligopólicos . En segundo lugar, ese
proceso se d10 con una muy alta proporción de capitalizaci0n de deuda externa y esca­
sa participación de oferentes en las licitaciones que, debido a las fuertes condiciones 
Y restricciones, facilitaron el acceso de los grandes grupos económicos nacionales aso­
�iados con�� capital extranjero.7 �or último, las privatizaciones se caracterizaron por
lc
_
L �lesatenc10n en las reglamentaciones respecto de los elementos propios de los ser­

vicios, ya que los pliegos y condiciones que regularían el proceso se configuraron más 

como
_ 
herramientas del programa de reestructuración económica que como elemen­

tos onentados a la conse1vación y mejoramiento de los servicios públicos, con lo cual se
estableció un fuerte lazo entre la política de privaúzaciones, la política de estabilidad 
Y la política de reforma económica (Gerchunoff, 1992). . 

Tomando en cuenta la relación entre los servicios públicos y el funcionamiento de 
la ciudad, las privaúzaciones adquieren una dimensión parúcular que expresa la ten-

''. �e�(m Gerchun�ff. "_las privatizaciones_ de los aiios noventa constituyen la imagen i1wcrticla en 
1111 �spt:JO de las nac1onahzac1ones <lt' los anos cuan::nta" {1992: 10). 

'
'. 

E111!·e _l 91J0 y 1993 se privatizar�n las empresas �e tt:lecomunicaciones, acronavcgación, pelrólco. 
pt:t�oqu11n_1cas, carreteras, ferrocarriles, agua, t:lectncidad y gas entre otras (Azpiazu-Notchef, 1994). 
. . l!n eJemplo de ello fueron los altos patrimonios mínimos requeridos para presentarse a las 

hc1tac1ones y concurs�s (Basualdo, 1994: 31J. 
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si6n entre lo público y lo privado y entre el funcionamiento urb�no y la satisfacción de
las necesidades de sus habitantes. La ciudad puede ser defimda como el resultado
de acciones privadas (como las mercantiles) y públicas (de ª?�ntes gubern�me1_1tal�s)
que no siempre responden a una forma económica. La tensmn entre esos amb1tos m­
dica, fundamentalmente, la existencia de dos lógicas diferentes: la del mercado y la de 
la política. . - · 

En la Argentina, la debilidad y el retiro del Estado de la responsa?il:i:�ad frente a la 
prestación, control y decisión sobre los se1vicios sociales y urbanos a�ef1_tuó los �-as�os
de fragmentación y segnientacióu de la población. Lo "público" com�n_zo a desdilJt!_)ar­
se, con lo que desapareció la convergencia democrática entre los dis.tii\t?s -�ntereses 
que confluyen en los actores sociales de la ciudad. . ·:.... . , 

La privatización de los se1vicios públicos mencionados se dio de una forma, podna 
decirse, agresiva. Para hacer más atractivas a las empresas estatales, no se protegie­
ron debidamente los derechos de los ciudadanos, y se dejó en manos del mercado la 
lógica del se1vicio. Como resultado, éste, de ser un componente social de los derechos 
de ciudadanía (o si se quiere, un componente de la ciudadanía social), pasó a ser con­
siderado un componente de relaciones mercantiles. 

Cada se1vicio fue regulado por cláusulas y pliegos específicos sin que existieran 
normas generales que estableciesen condiciones para su producción y distribución. 
Esto se dio con un importante cambio entre los actores y sus relaciones: el Estado que­
dó excluido como objeto de relaciones reivindicativas, para asegurar el cumplimiento 
de las relaciones de mercado, y el ciudadano,· antes definido como usuario, pasó a ser 
entendido como cliente que canaliza su necesidad en un doble sentido: cliente con­
tractual frente a las en'Ípresas d!:!_ se1vicios y usuario-ciudadano frente a los aparatos 
estatales. 

Está dentro de la naturaleza del usuario que, al no tener capacidad de libre elec­
ción de los oferentes del bien o producto del se1vicio, forme parte de una relació1i 
pública y, en tal sentido, tengd derecho tanto sobre el producto como sobre el proceso 
de su producción y su gestión. Dicho carácter es una consecuencia de lo que hemos 
llamado el "componente social de la ciudadanía". Por tal razón, en un se1vicio público, 
los usuarios tienen un "derecho público" que abarca no solamente el producto y sus 
condiciones, sino también los procesos para su producción y gestión.8 

Con la p1ivatización, esos derechos (públicos) que tenía el usuario sobre el seivicio 
se diluyeron. Como cliente solamente tiene derechos que surgen de un contrato 
mercantil y que se ejercen sobre el bien o producto como un equi\!a.len te ( cuantitati­
vo y cualitativo) del precio que paga. Por otra parte, en esa relación mercantil, el clien­
te deja de ser considerado como sttjeto de necesidades e intereses, para serlo única­
mente como sttjeto de derechos (privados) que, por otra parte, dependen de su 
reconocimiento jurídico Y 

11 Esto es lo que justifica, además, su participación t'll la gestión ele los se1vicios. 11 Oc cualquier manera, un demento ele la relación de clicnlda mercantil. la capacidad de dt'.cción.
no tstá presente en tales casos. 
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Todo esto dio lugar a un cambio en el rol del Estado: dejó de ser proveedor de los 
ser\'icios para conformarse en su regulador y controlador. En palabras del entonces 
ministro de Economía: "El después de las privatizaciones supone la supeivivencia del 
Estado en organismos técnicos",10 los llamados "entes de regulación" que deben ejer­
cn el poder policía sobre los se1vicios. Queda entonces conformado un escenario 
clonclc, como veremos más adelante, el ciudadano que deviene en cliente se encuen­
tra subordinado al poder de las empresas privatizadas y se ubica en una relación 
asimétrica respecto de las decisiones y el uso de los se1vicios públicos. 

Los se1vicios de gas y electricidad que analizamos son considerados como servicios 
públicos al cumplir con los ci-iterios de no exclusividad (es decir, la imposibilidad de 
impedir su consumo por parte de alguien) y no rivalidad (su consumo por algunos 
no impide su disfrute por otros). Su dimensión-pública tiende a satisfacer de manera 
colectiva necesidades que serían difíciles de atender individualmente. Los servicios, 
por tanto, deben llegar a los usuarios con la mejor calidad posible y con un uso efK'Íen­
Lc de los recursos. Su prestación exige garantizar que un dete1minado valor se produz­
ca y sea accesible a la población a la que va destinada, lo que supone un conjunto de 
diferentes fases articuladas entre sí: identificación de las necesidades; diseño de una 
política para su satisfacción; producción del se1vicio y su seguimiento, control y evalua­
ción (Pírez, 1996). 

Con las privatizaciones, la noción de "se1vicio público" puede ser puesta en cues­
tión, ya que si bien su transferencia a organismos privados no debería modificar los 
preceptos que lo garantizan, prevalecen diferentes intereses que pueden modificar 
su definición. 

El análisis de un se1vicio privatizado debe distinguir dos momentos diferentes de la 
gestión: la producción y la provisión. La producción del servicio es una actividad de 
índole empresa1ial y por tanto puede estar a cargo de intereses capitalistas, sin que se 
modifique el carácter público del se1vicio, que es garantizado en la provisión. Esta úl­
tima se refiere a las definiciones fundamentales del se1vicio (sus políticas, planifica­
ción y programación, así como el seguimiento y evaluación} y que, si bien pueden estar 
a cargo de organismos p1ivados, deben garantizar el predominio de criterios públicos. 

Obse1vemos cuál es la situación en la ciudad de Buenos Aires en lo tocante a 
se1vicios de energía eléctrica y gas. 

B) LA PARTICULARIDAD DE LAS PRIVATIZACIONES DE SERVICIOS
ELÉCTRICOS DEL GRAN BUENOS AIRES (SEGBA) Y GAS DEL EsTADO11 

La electricidad 

El 4 de abril de 1991 se decretó la reconversión del sector eléctrico. Este proceso in­
cluyó la privatización de la producción de electricidad en las centrales térmicas de 

111 Declarncioncs de D. Cavallo en Cla,in 10/01/93. "Ga,;: d ente de control se constmir.i en febrero".
11 El presente apartado cut'nta con un anexo con información sobre las empresa.,; prestadorclS de los 

scn1icios y la cantidad de usuarios según categoría y consumo de la energía eléctrica y d gas. 
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Agua y Energía Sociedad del Estado y de SEGBA, además de la red de distribución y 
comercialización de esta última. En diciembre de ese año se aprobó la división de la 
red de distribución de electricidad en dos grandes áreas que conformarían otras tan­
tas sociedades de distribución y comercialización. 

El servicio eléctrico quedó regulado por la ley 24.065. 12 En el área Metropolitana 
de Buenos Aires, antes de la privatización, la totalidad del servicio estaba a cargo de 
una empresa pública: SEGBA (aunque solamente producía energía de fuente térmica 
y recibía de otras empresas estatales la de fuente hidroeléctrica). La privatización dife­
renció la producción de energía del transporte y distribución. La producción fue la 
primera en privatizarse. Para la distribución licitaron tres empresas: EDENOR, S. A., 
EDESUR S. A. y EDELAP S. A.' El 31 de agosto de 1992 SEGBA dejó de existir.

El primer artículo de la ley 24.065 caracteriza a las funciones de transporte y distri­
bución como "servicio público", mientras que la generación se entiende que es de 
"interés general", lo cual continúa la definición dada por la ley de 194 7. Para atribuir 
esas definiciones, la nueva ley no atiende a la índole del bien, sino a que las dos prime­
ras funciones tienen carácter de "monopolio natural", como dice el decreto reglamen­
tario respecto del transporte de electricidad. Esto significa que', como expresa el Ente 
Nacional de Regulación de Energía (ENRE), "es necesario -al menos por ,a.hora­
opetar a través de monopolios naturales que prestan el servicio a mercados cautivos 
[ ... ] y esta circunstancia define clarnmente dos tipos de mercados y dos pro(:edimien­
tos diferentes al momento de disponer la privatización" (ENRE, 1991: 3). Esa noción de 
"se1vicio público" indica que está "destinado a satisfacer una necesidad colectiva dé 
interés general". Por ese motivo se debe caracterizar por: 

Elgas 

[ ... ] la continuidad que debe ser absoluta, y está relacionada con la necesidad de evitar 
los cortes; la regularidad que está referida a la calidad técnica del producto suministra­
do; la uniformidad o igualdad que implica la no discriminación, prevista por la Ley, ell el 
acceso a la red y la generalidad, que significa que todos tienen derecho a la prestación 
del servicio y se relaciona con la obligación que tienen los distribuidores de abastecer 
toda la demanda (ibid.: 72). 

En 1992 se produjo la reestructuración de la industria del gas, hacia su privatización, 
y se dividió en tres áreas: producción, transporte y distribución. La Ley 24.076 tuvo por 
objeto dar forma al proceso de privatización de Gas del Estado, para lo cual estableció 
los marcos que regulan el desempeño de las empresas licenciatarias. La producción 
quedó en manos de distintos productores privados ubicados en tres cuencas. Ese mis­
mo año se realizaron las concesiones de los servicios de transporte y distribución regu-

12 Sancionada por el Congreso a finales de 1991 y promulgada por el PE en enero de 1992. reformó 
a la ley 15.336 de 1947 que quedó vigente en forma supletoria. La reglamentación de dicha ley fue 
establecida por el decreto 1398/92. 
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ladas por la ley. Por último, en marzo de 1993 se constituyó oficialmente el Ente Nacio­
nal Regulador del Gas (Enargas). 

La empresa Gas del Estado se privatizó sobre la base de la adjudicación de áreas que 
se correspondían con las cli\'isiones políticas provinciales.13 En las áreas metropolita­
nas de Buenos Aires y La Plata 1 ·1 las empresas acljudicata1-ias de la distribución del
ser\'icio son Metrogas S. A., GasBan y Canrnzzi Gas Pampeana. 

11. EL FC'.';CIO:\.-\\IIE:\TO .-\CTC.\L DE LOS SER\'ICIOS

La rarle11a rlf' jJrorlutrión de los seroitios de e/,ect-ticidad y KªS 

Las 1mevas regulaciones dieron lugar a una transformación de los sistemas de los ser­
vicios que se basaron en la desintegración vertical y horizontal de los sectores, en la 
introducción o simulación de la competencia en todo nivel donde resultase factible y 
en el remplazo de la planificación ( estatal) por un sistema descentralizado (privado) 
ele toma ele decisiones. Esto se concretaba con la privatización de las empresas estata­
les prestaclqras del servicio, al cambiar la titularidad de la propiedad de los activos con 
la modificación institucional consccuente. 15 

Uno de los ol�jetivos fundamentales de la p1·ivatización fue introducir la competen­
cia en los sectores eléctrico y del gas, para lo cual se separaron sus distintas funciones: 
fnvdurrión o Keitemáóu; tmus/Hnte y di.stábur.i.ón. Las leyes regulan el trnnsporte y la distri­
lmción tanto de la energía eléctrica como del gas natural, considerados como servicios 
públicos. Toda empresa que preste esos servicios debe hacerlo de acuerdo con las obli­
gaciones que se establecen para asegurar el libre acceso sin discriminación. Según las 
leyes que los regulan, quienes realicen esas actividades deben ser personas jurídi­
cas de derecho privado a las que el poder <-:iecutivo nacional habilita otorgándoles la 
correspondiente concesión, licencia o permiso, luego de una licitación pública. El 
plazo de las concesiones se estableció en 35 aúos, con la posibilidad de una renova­
ción durante 10 aiios más. lo Cada una de las tres funciones mencionadas se licitó por 
separado. De esa manera, las empresas que antes c_entralizaban todo el proceso de 
producción y distribución quedaron divididas en los tres grnndes sectores que a con­
tinuación se detallan: 

1� Las empresas adjudicatarias del transpo1·te y la distribución son: dl,s sociedades lransf<>rf.ador�l: 
Transportadora de Gas del Norte (TGN), Transportadora de Gas del Sur (TGS) y ocho unidades dis­
hibuidorru: GasNor S. A., Distribuidora de Gas del Centro S. A .. Distribuidora de Gas Cuyana S. A., 
Camuzzi Gas del Sur S. A .• Camuzzi Gas Pampeana S. A., MetroGas S. A., Gas Natural BAN S. A., y Litoral 
<.;as S. A. 

11 Se trata de dos áreas metropolitanas que pueden ser consideradas una megalópolis, cuyas ciudades 
centrales están a 60 kilómetros de distancia y mantient:n sólidos vínculos cotidianos de fuerza de 
trabajo v comerciales, además de un claro acercamiento de sus áreas urbanas. 

I:, ENRE, s. f.: 2. 
tr. En los tiempos estipulados para las concesiones puede considerarse un primer nivel de protección 

del Estado hacia el usuario. 
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Sector 

Productores/ 
generadores 

Tra11spo1listas 

Distrib11idon·s 

l>ejin;d,6n ; fund��· la 
uulen.a ,le pmduccilÍn elécl1icfl 

, l?,jinj� 'J fu:ru:fones � la 
cad,enq, de �-oqucl"ión <lel gas 

Son los concesionarios de una Explotan o extraen gas natural de 
central eléctrica adquirida en los yacimientos ubicados en el territorio 
tfrminos de la ley y que colocan nacional. No están regulados bajo 
su producción total O parcialmente el marco de la industria del gas. Están 
en el sistema de transporte en el en la órbita de regulación y control de 
territorio nacional. la Secretarfa de Energía. 
Son )os responsables de la transmisión Son los responsables del transporte del 
y transformación de la energía eléctrica gas desde el ingreso al sistema de 
desde que se recibe del generador transporte hasta el punto de recepción 
hasta que se entrega a un distribuidor por parte de los distribuidores o 
o gran usuario. consumidores. 
Son los responsables de abastecer Son los responsables de recibir el 
por medio de una red a los usuarios gas del transportista y distribuirlo 
finales en una zona geográfica mediante una red dentro de una zona 

determinada. geográfica determinada. 
-~ ··- -----·· ----· ----------=--.:;__ ________ _ 

En los dos servicios, las funciones y responsabilidades son similares para cada sector. 
No obstante, cabe hacer algunos comentarios respecto de las obligaciones que tiene 
cada uno de los actores. 

El marco regulador de la electricidad responsabiliza a los distribuidores de brindar 
un seivicio eficaz a los usuarios. Esta disposición los hace "cargar" con las posibles 
deficiencias originadas en la generación y transporte de la energía eléctrica, por lo 
que los hace responsables del resultado final y, por ende, del funcionamiento de todo 
el sistema. 

En cambio, en la cadena del gas tanto los transpmtistascomo los dist-tibuidores son los 
responsables del servicio brindado, ya que ambos tienen _como obligación satisfacer 
la demanda con un se1vicio adecuado. 

Los actores en las privatizaciones y la jnvtección de los usumios/ ciudadanos 

Con las privatizaciones de estos dos se1vicios aparecieron nuevos actores y los anterio­
res cambiaron sus roles, por lo que configuran el siguiente marco: 

-El Estado, interviene con la sanción de las leyes de privatización y con la regula­
ción de los se1vicios mediante organismos específicos, como los entes dere14ulació11 de los 
seivicios que, diseñados como entidades autárquicas, deben controlar el desempeiio 
de las empresas adjudicatarias y aplicar sanciones si resulta necesario. 

-Las empresas privadas, a las cuales se les transfieren los activos de las empresas es­
tatales o sólo se les concede la producción de los servicios y el uso de las infraestructuras. 

-Los usuarios, que tienden a ser percibidos únicamente como clientes contractua­
les por las empresas y (teóricamente al menos) como usuarios-ciudadanos por los apa­
ratos públicos. 
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En relación con los seivicios se encuentran dos instancias diferentes: por un lado, 
la prestación del servicio como tal y, por el otro, la red o infraestructura que posibilita 
esa prestación. En el caso de la electricidad, la red -que era propiedad del Estado 
desde que el servicio fue nacionalizado- fue vendida. El servicio público, por su par­
te, requüió de concesiones estatales para ser prestado por las empresas priyadas. En el 
caso del gas, la concesión fue otorgada tanto para utilizar la infraestructura como para 
prestar el servicio. 

Los principales organismos encargados de controlar la protección de los usuarios 
son los entes reguladores. La prestación de cada servicio se efectúa bajo el control de 
un organismo creado ad hoc. el Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE), el 
Ente Nacional Regulador del Gas (Enargas). 17 Cada uno de ellos, con autarquía y ca­
pacidad jurídica, tiene tres tareas: regulación (hacer cumplir la ley, dictar reglamentos 
en materia de seguridad y facturación del consumo); .fiscalización (controlar la aplica­
ción del servicio y su adecuación con las normas), y lo judicial (resolver conflictos entre 
los actores del servicio). En resumen, los entes operan sobre servicios que están con­
ducidos por una lógica de mercado con los siguientes objetivos de regulación: a) pro­
teger los derechos de los consumidores, promover el uso generalizado del servicio y 
asegurar que no haya discriminación en su acceso, asegurar tarifas no discriminatorias, 
justas y razonables; b) promover la competencia en el sector, alentar las inversiones, y c) 
propender a una mejor operación y contabilidad del servicio incentivando la eficien­
cia de los prestadores (Enargas, 1992 y ENRE, 1991). 

Cada empresa tiene derethos y obligaciones que surgen del contrato de concesión. 
Su obligación fundamental es permitir el acceso indiscriminado del servicio a todos. Es 
imponante subrayarlo, porque demuestra que los servicios no tendrían que transfor­
marse en simples bienes económicos, sino que deberían mantener los derechos e in­
tere�es de los usuarios/ ciudadanos. 

Las empresas están también obligadas a sat4/acer toda demanda de provisión de los 
sen·icios durante el término de la concesión. Son responsables de atender el incre­
mento de la demanda en su zona de concesión y no pueden invocar el abastecimiento 
insuficiente de electricidad o gas como factor que los exima de cumplir su responsa­
bilidad. Tienen que prestar el servicio con el nivel de calidad adecuado. 18 Aquí se
nota que el gas y la electricidad no son considerados como bienes económicos comu­
nes, sino que siguen siendo un se1vicio público, y por esta misma razón, deben respon­
der a normas mínimas. Las obligaciones de las empresas se justifican por los dere­
chos de los ciudadanos a vivir de manera digna en una aglomeración urbana. Por eso 
las empresas tienen que responder en 30 días a toda solicitud de servicio y efectuar el 
mantenimiento de sus instalaciones (sin por ello poner en peligro la seguridad públi­
ca); asimismo, pueden ser obligadas a extender o ampliar las instalaciones y no pue-

· li Enargas se creó en el ámbito del Ministerio de Obras y Setvicios Públicos en 1993 junto con el 
otorgainlcnto de la concesión. El ENRE está regulado por la Ley 24.065 promulgada en enero de 1993. 

18 La calidad del seivicio es medida a partir de indicadores técnicos y económicos específicos que 
son supeivisados por los respectivos entes reguladores. 
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den abandonarlas. No pueden dejar de prestar los servicios a su cargo sin la aproba­
ción del ente regulador. Tampoco podrán realizar actos que se traduzcan en compe­
tencia desleal ni abuso de una posición dominante en el mercado (integración verti­
cal de la industria). 

III. LAs CONSECUENCIAS DE LAS PRIVATIZACIONES: EL PASAJE 
DEL CIUDADANO AL CLIENTE 

Como hemos afirmado, entendemos que las privatizaciones que estam�s mencionan­
do significaron, además de la transferencia de las empresas y la producción del servi­
cio, el paso de una relación usuario/ciudadano a otra de usuario/cliente y, en conse­
cuencia, una transferencia a las empresas de un poder social superior al simplemente 
relacionado con la producción de los servicios. Centraremos el análisis en las decisio­
nes de ampliación del servicio, las tarifas y la existencia de monopolios naturales. 

La ampliación del servicio: una decisión unilateral 

Hemos dicho que los marcos normativos de los servicios de electricidad y gas caracte­
rizan a las funciones de transporte y distribución como "servicios públicos", 19 mientras 
que la generación/producción se concibe como de "interés general" y pertenece al 
ámbito privado. 

En tanto servicio público, los distribuidores están obligados a abastecer la deman­
da. Sin embargo, las normas no explican cuál demanda debe satisfacerse; se refieren a 
una "demanda adecuada" a las posibilidades de las distribuidoras. Esta noción de ser­
vicio público se basa en las condiciones de la oferta, sin tener en cuenta las de la de­
manda. T iende a garantizar una oferta adecuada del servicio, pero sin hacerse cargo 
de las condiciones reales de la demanda. En particular, sin tomar en cuenta si existen 
dificultades para el consumo (accesibilidad al bien) que no se deban a las caracterís­
ticas de la oferta. Los distribuidores deben satisfacer toda demanda razonable de elec­
tricidad y gas. La razonabilidad es una categoría que depende de la lógica social desde 
la que es definida: lo razonable para el productorpuede no serlo para el consumidor, dado 
que para uno incluye la ganancia mientras que para el otro se trata de la necesidad con­
creta. La demanda razonable de las normas significa que el servicio solicitado al distri­
buidor debe asegurar un beneficio acorde con los términos de la habilitación. Es de­
cir, la demanda del servicio tiene que coincidir con una lógica económica en la cual la 
distribuidora no debe salir perjudicada; en caso contrario, el solicitante deberá com­
pensar los mayores gastos generados al distribuidor. 

__ 
rn La� nociones ?e "seivicio públi:o", de acuerdo con d ENRE y Enargas, indican que sn provisión 

esta destmada a sat1sfac�r. una necesidad colectiva de interés general y que los consumidores tienen 
derech� ª. obtener seivicios seguros Y continuos a precios que resulten justos y compatibles con el
mantemm1ento a largo plazo de un seivicio público (Enargas. 1992 y ENRE, 1991). 

_
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Reaparece aquí una relación contradictoria entre la necesidad del servicio y la satis­
facción económica, entre la noción de se1vicio público y el interés económico p1ivado 
a él vinculado. En el gas, por ejemplo, la ley propone que frente a una demanda que no 
garantice los beneficios de la distribuidora, los costos de instalación deben ser paga­
dos por la subzona taiifa1ia2º a la cual pertenece el demandante, apelando a un jninci­
pio de solida-ridadpor.parte del usua·rio. Cabe seüalar que frente a la necesidad y deman­
da del se1vicio de una cooperativd., por ejemplo, los usua1ios de la subzona ta1ifaiia a la 
cual pertenece el demandante deberán costear su instalación. 

La decisión de ampliar d se1vicio es acordada en privado entre la distribuidora y el 
solicitante y habilitada por el ente regulador, quien la auto1iza o no.2 1 De esta manera,
la ampliación del tendido de la red, que debería responder al interés general (p11bli­
co), se encuentra íntimamente vinculada con beneficios y lógicas del mercado 1mis 
que con llna planificación organizada en torno a una política específica de utilización 
ele la energía. El Estado asesora sobre las rentabilidades del mercado y la convenien­
cia económica para el usuario, pero no cumple un rol de planificador de políticas de 
energía (menos aún de promotor). La posibilidad de planificar el se1vicio de acuerdo 
con metas surge hoy dlel mercado, de las relaciones que se establecen entre las empre­
sas prestadoras y los 1�suarios. Esto supone un traspaso del "poder" de decisión respec­
to de la ampliación del se1vicio al ámbito privado.22 

/,as tm1/as: un Jnvblema dual 

Las tarifas est,fo planteadas en dos instancias diferentes. Una ataúe a su establecimien­
to v la otra remite a la conformación del sistema de producción de los se1vicios. 

·Respecto de la primefa, las leyes indican que el precio pagado por los consumido­
res (sin los impuestos) resulta de la suma del precio del gas o de la electricidad en el 
punto de ingreso al sistema de transporte, de la remuneración por el servicio de trans­
porte y de la remunernción del servicio de distribución. Los precios de cada etapa 
tienen que adecuarse a varios principios. Las tarifas deben aportar a las empresas pri­
vadas ingresos suficientes para satisfacer los costos operntivos y una rentabilidad razo­
nable; también deben tomar en cuenta la forma de prestación, la ubicación geográfica 
y las diferencias entre los distintos tipos de seivicios.23 Por otro lado, estas tarifas tie-

w Cada distribuidora de gas se dividió en distintas subzonas tarifarías, lo cual significa que cada una 
ele ellas tendní diferentts tarifas del servicio. La diferencia tarifaria se establece según la distancia que 
separa a la subzona de los centros productores o de transporte del gas. 

21 La autorización de la ampliación responde a dos requisitos: el tercero contratante debe cun_iphr 
ron las normas de seguridad y obligaciones que tienen las distribu�doras; de esta m�nern _se c<:>nv1erte
t·n una sub<listribuidora, y la rentabilidad del proyecto debe ser factible tanto para la hcenc1atar�a como
parad usuario. Para ello, el ente analiza el pedido solicitado y lo somete a estudio par.i luego mamfestarse 
t'll favor o en contrn de dicha ampliación. 

'.!'.! Esa mieva situación de poder ele las empresas se encnentra también en otros camp?s, como_por
ejemplo en el hecho de que, luego de la privatización del servicio eléctrico, no se modificara mas el 
horario con el cambio de las estaciones para dismin11i1· el consumo de energía. 

'.!:i La prestación del servicio de distribución de gas puede realizarse en base fir?1e (no h�t�rr_umpible)
o interrumpible. El primer tipo de se1vicio no prevé interrupción. Por lo contrario, el seiv1c10 mterrum-
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nen que contemplar una rentabilidad similar a la de otras actividades de riesgo com­
parables y que tenga relación con el grado de eficiencia y pres��ción sati�factoria_del
se1vicio. En realidad, ante la situación monopólica, la regulac1on debena garantizar 
que las tarifas fueran análogas a las que habría en caso de haber competencia. 

La condición de que las tarifas sean rentables para la empresa y satisfactorias para el 
usuario presenta una tensión entre esos dos intereses, lo cual revela una de las_mayo­
res dificultades de un se1vicio público atendido por empresas privadas, dificultad que 
se encuentra atendida por la ley de la manera siguiente: 

Las normas de concesión de ambos servicios (gas y electricidad) indican que las 
tarifas deben serj-ustasy razonables.24 Las tarifas de los se1vicios se ajustan de acuerdo 
con una metodología elaborada sobre la base de indicadores del mercado internacio­
nal, que reflejan los cambios del valor de bienes y se1vicios representativos de las acti­
vidades de los prestadores. Dichos indicadores pueden ser modificados en más o menos 
por un factor destinado a estimular la eficiencia y las inversiones en construcción, 
operación y mantenimiento de instalaciones. Con estas bases, se fijan los cuadrns 
tarifarios por pe1iodos de cinco aiios. Las ta1ifas parecen controladas, y la inte1ven­
ción de un organismo público permite que las empresas operen de acuerdo con la 
definición del se1vicio público. 

Si bien el control de los entes de regulación debería ser fuerte, el intento de la 
empresa que distribuye el gas en la capital federal (Metrogás) para aumentar las factu­
ras demuestra lo contrario. En agosto de 1998, la empresa decidió comenzar a cobrar 
mensualmente sus tarifas a los clientes que superasen el consumo dt; 150 m3 de gas 
por mes (consumo de una familia promedio en invierno) en vez de cada dos meses 
como venía haciendo. Dicho cambio significó para los usuarios un aumento del 10%, 
pues el cargo ftjo de facturnción pasaba a cobrarse en cada liquidación mensual y ya no 
bimestralmente. Además, estas facturas no tendrían segundo vencimiento, lo que obli­
garía a los usuarios a pagarlas en la fecha estipulada, o ir a una oficina de la empresa a 
abonarlas con los recargos correspondientes ( Clarin, 14/8/98). Ante esa decisión, los 
usuarios y los medios de comunicación reaccionaron de tal manera que inmediata­
mente el ente regulador tuvo qut: comenzar a tomar medidas contra la decisión de 
la empresa. La emisión mensual del cobro se detuvo y, luego de varias discusiones e11 tre 
empresa y ente, en octubre de 1998, Metrogás anunció que las facturns mensuales no 
iban a ser cobrndas y que los que las hubieran recibido estaban exentos de pagarlas. De 
todas maneras, este hecho muestra la capacidad de decisión unilateral que tienen las 
empresas respecto de la facturnción y la gran presión que ejercen al traspasar los lími­
tes impuestos por la ley. En este caso, Metrogás decidió cambiar su sistema de factura­
ción sin consultar a Enargas y emitió facturas que fueron enviadas a los clientes; asimis­
mo, amenazó con cortes del servicio si no se abonaban. Si los usuarios no hubieran 
realizado sus quejas y los medios no les hubieran hecho eco sobre ese "aumento encu-

pible permite int��ru�ciones del gas mediante un aviso correspondiente de la distribuidora al cfü.'ntt·.Este bpo de serv1c10 tiene un costo menor 21 rnRE: Ley 24.065 capítulo x, artículo. 40.
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bierto", es probable que la facturación mensualizada se hubiese impuesto, pasando 
por encima de la decisión y autorización final que debe ser tomada por el organismo 
estatal. 

En segundo lugar, se presenta una cuestión a partir de lo que es considerado un 
"se1vicio público" dentro de la cadena de producción. Si bien los transportistas y distri­
buidores de ben atenerse a la definición jurídica, y por tan to están regulados por orga­
nismos oficiales, los productores/generndores de electricidad y gas no se encuentrnn 
regulados por la normativa específica que atañe a la privc1tización y funcionamiento de 
las empresas en general y por tanto quedan fuera de la definición de se1vicio público. 
Esto genera problemas en relación con la ftjación del precio de los productos que esos 
actores generan ( el gas en boca de pozo y la energía eléctrica), ya que los mercados se 
encuentran desregulados. En consecuencia, los productores y distribuidores deben 
negociar-sin interferencia estatal-los precios en una transacción comercial, lo cual 
afecta el precio final que pagan los consumidores. En el caso del gas, particulannente, 
ese submercado parece operar en condiciones de muy baja competencia dada su con­
figuración casi monopólica. Esto indica la existencia de un poder relativo en manos 
pri\'adas que tiende a "determinar" el precio de mercado de los productos que an­
tes estaba en manos del poder estatal. En ese sentido puede recordarse que en 1994 
las distribuidoras de gas seúalarnn la inexistencia de un mercado de con�petencia real 
entre las productoras de gas, lo que indicaba el peso oligopólico de YPF,2:J que contro­
la 65% de la producción de gas en el país y que actúa como una intermediaria inflexi­
ble para negociar los precios (Pá¡!j.na/12, 9/2/94) .211_ 

Otro buen ejemplo en este aspecto es la situación del consumo clandestino. Aquí 
se presentan dos necesidades contradictorias: a) la demanda debe ser satisfecha en su 
totalidad conforme a la definición de se1vicio público, b) la empresa privada no puede 
sL·r ohlig-ada a entregar su producto a un precio menor del reconocido. Ante el hecho 
de los consumos clandestinos,27 se reconoció en consecuencia un recurso de la em­
presa frente al poder judicial y un sistema de multas. Quienes utilizan el se1vicio de 
manera f raudulenta están ahora en una situación diferente de la anterior. Cuando el 
servicio era estatal, se toleraba cierto ni\'el de fraude; la preocupación entonces no era 
tanto que todos pagasen, sino que todos, aun quienes no tenían recursos suficientes, 
disfrutasen del se1vicio. Co11 este cambio se manifiesta una diferencia importante entre 
un ciudadano y un cliente. Tal situación podría entenderse como una contradicción 
entre una definición social del servicio público, que debe ser garantizado a todos, y la 
incapacidad de resolución dentro de una lógica exclusivamente económica. Debe 
tenerse en cuenta, sin embargo, que la anterior permisibilidad, dadas las condiciones 
concretas de la gestión de las empresas estatales de se1vicios, dificultó la continuidad 

·:r, Yacimil·ntos Petrolíferos Fiscales (YrF) es la l'mpresa originalmentt' t'Statal }' monopólica clt'
proclnrción ele pt'tróleo }' gas en la Argentina q11t'., lamhifn. fnt· privatizada. 

:!ti Las arusaciont's ele comportmniento monopólico por partt• ele YPF se han repeuclo. como pttl·de 
\'t•rst· t·n d artículo cid Supll'lllt'llto Económico del diario /,a Nadtín dd 15 dl· no\'iembre ck 1998. 

:!i :\1 rt·spt·cto pnedt· ronsultarst· Ma1·1í11ez Meneloza. Na\'arro }' Pírez, 19Y8. 
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sustentable del seivicio público que, funcionando como un sistema de subsidio implí­
cito, adquiría rasgos peiversos.

La p10tección contra un servicio monopolizado 

Frente a posibles acciones que perjudiquen al usuario, las normas inhiben la posesión
· monopólica e integración vertical de las distintas etapas de ia cadena de produc­
ción de los servicios. Un primer nivel de protección es la separación de la cadena de
producción descrita más arriba.

La ley que regula el servicio de gas lo establece así:
-Ningún productor o transportista/ distribuidor puede tener una participación

tal que controle a la sociedad habilitada como distribuidora/transportadora. Lo
mismo sucede con los grandes consumidores que contraten directamente con el pro­
ductor.

-Los grandes usuarios no podrán tener posiciones de control en la distribuidora
que opera en la zona geográfica de consumo.

-Los transportistas no podrán comprar ni vender gas, salvo lo necesario para con­
sumo propio y manutención del sistema. Los volúmenes deben ser decididos por el
ente.

. E�tas _limitaciones se vieron modificadas por el decreto 1738/92, que permite a los
distnbmdores o grandes consumidores contratar directamente con los productores,
aunque posean en conjunto 50% de las acciones del capital en la sociedad inversora
controlante28 de una distribuidora o transportista y que puedan recibir o suministrar
hasta el 20% del gas mensualmente transportado o comprado de la empresa contro­
lada por la sociedad inversora. Esto puede conformar una cadena fuertemente inte­
grnda donde los precios pactados entre distribuidores y productores varían benefician­
do� la� distribu�doras que pertenecen al mismo grupo societario de las productoras y
peiJud1ean a qmenes no fonnan parte de ese conjunto . 
. Tampoco hay restdcciones respecto del control que se logra mediante las participa­

cIOnes en la cadena del gas; por ejemplo: por la suma de las acciones de un accionista
en el cons�i�cio tr�nsp?rtista Y en el consorcio distribuidor o productor. Al analizar la
confom1ac�?n societana de los consorcios que paiticipau en las distintas instancias de
la _Pr�d_u�c�01_1, transporte y distiibi_ición de gas, puede verse que Gas del Estado "que­
do pi ivatiza�� en d_o� �randes subsistemas, altamente integrados (Sistemas Sur y Nor­
te) y con escasa posib1hdad de que se produzca un esquema competitivo 'gas vs. gas'".29

'.!I! Según d artículo 33 de la Le de S · . t r; · " • 

.. . d 1 . 
Y octedadt"s (1 �.:>00), se considera sociedad controlan te" la que en ou a soc1e ac , en forma ch recta o p · · • 1· l · . u· • . • , • , 01 mtel mee 10 e e otra sociedad también controlada· a) l)osea par c1pac1on por cualqmer titulo para form- l· , l d · l 

· 
b) . . .. f1 . . ar a'º unta sona en las asambleas y reuniones de directorio : e1e1 za m uencia dommante como · d · 

�• El s· t . S . .- . 
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Habiendo visto las dificultades existentes para que los servicios se desarrollen fue­
ra de un sistema monopólico, cabe destacar que el tendido de las redes y sistemas de
transmisión de energía se presentan también en una manera que inhibe la competen­
cia de los mercados. Se podría hablar de un segundo nivel de monopolio entendido
co1no "natural".

Según las leyes, cualquier usuario/ consumidor puede convenir la compra de elec­
tricidad y gd.S directamente con los productores o comercializadores, y pactar libremente
las condiciones de transacción. En realidad sólo tienen dicha posibilidad los grandes
usuarios, ya que para ejercer ese derecho debe cumplirse con los mismos requisi­
tos que tienen las dist1ibuidoras y transportadoras. Si así fuere, deben asumir los costos
del transporte alquilando la infraestructura de la licenciataria o pueden instalar a su
cargo los equipos de transporte y distribución desde el lugar de la producción hasta
su destino final. Dicha inversión es sumamente costosa ya que requiere de tendido de
caños, cables, medidores y controladores de flttjo de la energía y del gas, etcétera. Por
tanto, la posibilidad de contratación directa es prácticamente imposible: se ·necesita
siempre de algún actor intermediado para el suministro de la energía. De más está de­
cir que para los usuarios residentes en las ciudades dicha posibilidad es nula.

De esta manera se conforman monopolios "naturales" de los servicios, que están
contemplados en los marcos de regulación y para los cuales se establecen condiciones
que deberían aproximar dicha situación a una instancia de competencia mediante la
regulación impuesta a las empresas prestatarias de los seivicios.

IV. CONCLUSIONES 

Partimos de una hipótesis que intentó clarificar ciertas cuestiones relacionadas con
la problemática de los seivicios públicos en relación con la ciudadanía y con su carác­
ter público. Para ello hemos destacado que los consumidores de los servicios, a·ntes
definidos como ''usuarios", pasan a ser entendidos como clientes. Este cambio, que
aparentemente los beneficia, ya que se excluye el maltra.to de que eran objeto por parte
de las empresas estatales antes de las privatizaciones, entraña una considerable pérdi­
da. Los usuarios, definidos como parte de una relación pública, tienen derechos sobre
el producto (bien o servicio) que adquieren, así como sobre los procesos mediante los
cuales es producido. El cliente, en cambio, definido por el derecho privado, solamen­
te tiene derechos sobre el producto como un equivalente del precio que paga. En los
servicios privatizados el Estado tiene una función diferente: asegurar el cumplimien­
to de las relaciones de mercado, aun en su desigualdad (la población sabe que el ser­
vicio debe ser comprado y no se puede acceder a él de otro modo). El cumplimiento
de las obligJ.ciones de las empresas está contemplado en los textos jurídicos. La regu­
l�tción existe y parece permitir que sea respetado el interés "público. Sin embargo, el
sistema parece no estar completo.
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Frente a los cambios producidos en las relaciones entre el ciudadano, las empresas 
y el Estado, la protección del ciudadano se erije ahora en cuatro componentes funda­
mentales: a) la limitación temporal de las concesiones tanto de la infraestructura como 
de la prestación de los se1vicios; b) la ampliación del se1vicio y el control de la cali­
dad de su prestación, en tanto producto técnico y se1vicio comercial; e) el control de 
las tarifas, y á) la "simulación", mediante la regulación, de formas de prestación de los 
servicios como si la competencia existiera. 

Cada una de estas formas de protección muestra deficiencias a la hora de ser aplica­
da en los casos concretos que se han descrito en el presente trabajo. 

La energía eléctrica y el gas, en consecuencia, ya no constitúyen un derecho que 
integra las condiciones mínimas de la calidad de vida de la población garantizadas por 
el Estado (propias del componente social de la ciudadanía). Aunque se trate de uu 
servicio público, su consumo está mediado por la posición de cada usuario en el mer­
cado. 

Por lo demás, la orientación general dd servicio ha pasado a depender de las deci­
siones individuales o colectivas (contratos) de las empresas privadas. 

Lo anterior parece justificar la idea de que la noción de "privatización" ( como mu­
chas otras) tiene varios significados históricos. 311 En una significación que podríamos 
llamar "vulgar", la privatización supone la transferencia a empresas privadas capitalis­
tas de los procesos de producción de los bienes económicos que definen a los ser­
vicios (producción y distribución de agua, electricidad, gas, etcétera). 31 Esa tr.1.nsfe­
rencia, de acuerdo con dicha significación, se justificaría porque serían las empresas 
privadas (y no las de propiedad estatal) las que producirían esos bienes de modo 
más eficaz y eficiente. De ahí que sería conveniente "conceder" a empresas privadas 
capitalistas esa producción para que se integre de manera más "económica" un deter­
minado servicio público. Con esa significación, la piivatización ha estado presente, de 
algún modo, desde siempre entre las formas de prestación de los servicios urbanos. 
Sin embargo, los procesos de privatización de los se1vicios de Buenos Aires menciona­
dos señalan, como se ha propuesto, algo más. No solamente se ha transferido ( c01·i­
cedido) la producción, sino que -junto con esa concesión y en algunos casos la P!·o­
piedad de las redes de los servicios-las empresas privadas han recibido un cortjunto 
muy amplio de derechos que, de manera sintética, pueden ser conside;ados como un 
traspaso de poder desde organismos estatales hasta empresas privadas capitalistas. 

Atendiendo a los servicios como a una serie de momentos o fases donde se deciden 
sus aspectos fundamentales (la política, la planificación, la producción, el seguinrien­
to Y la evaluación; Pírez y Gamallo, 1994), es posible pensar que los hechos descritos 
indican el traspaso de buena parte de la elaboración de la política de los servicios y su 
planificación,junto con la producción, que es el momento estrictamente empresarial 

:,w,_ Es evidente que no se trata de diferencias meramente conceptuales, sino de la significación que 
adqmeren los procesos históricos. 

lll Se trc1ta de la trc1nsferencia, o "privatización", de una sola de las cinco fases de la prestación ele los
servicios (producción). 
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de la prestación. En suma, si los razonamientos anteriores fuesen ciertos, un conjunto 
importante de decisiones públicas ha quedado en manos del sistema mercantil de los 
servicios (las empresas piivadas de servicios y sus relaciones entre sí y con los clientes). 

La privatización habría significado, en consecuencia, una transferencia mayor que 
la que tuvo lugar en la gestión de las anteiiores empresas estatales, las cuales formaban 
parte de un sistema de decisiones públicas a través de organismos estatales política­
mente responsables más allá de su crisis de gestión y de las perversiones con las cuales 
eran operadas.32 Con las empresas productoras de los servicios se transfirió al sector 
piivado un importante poder que afecta la calidad de vida de la población y las condi­
ciones de las actividades económicas, así como las condiciones del funcionamiento 
urbano en general. 

En este momento del análisis se presentan dos preguntas: ¿es ése un rasgo esencial 
de la privatización de se1vicios o, por lo contrario, se debe a la orientación que se impu­
so a dicho proceso en un caso particular? ¿ Pone en entredicho la ciudadanía social la 
piivatización de los se1vicios como tal? 

Es claro que contestar afirmativamente supondría una concepción sumamente es­
tática de la realidad. Si la respuesta no es positiva, debe explicarse el caso particular y, 
parn ello, este artículo ha dado algunas pistas. De manera sintética puede decirse que 
se debe a la forma concreta como fue diseúado y ejecutado, no solamente el proceso 
de privatización sino, particularmente, la posterior prestación del servicio. En la medi­
da en que, como se mencionó en el caso de Buenos Aires, las motivctciones fundamen­
tales no fueron atender a las condiciones de los servicios sino a situaciones 
macroeconómicas o de reproducción política, no se definió de manera adecuada el 
papel esencial desempeñado por los organismos públicos en la gestión de los servi­
cios privatizados. De ahí la transferencia de poder que se dio junto con las empresas 
estatales de servicios urbanos. 

�2 Sin lugar a dudas, esto no significa que dichos organismos operasen correctamente y tales
responsabilidades se cumpliesen de manera adecuada. 
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ANEXO 
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Actualmente, en las áreas metropolitanas de Buenos Aires y La Plata, las empresas q uc 
prestan los semcios de electricidad y gas, y los usuarios, se distribuyen de la siguicllll' 
manera: 

CUADRO 1

GAS ENTREGADO Y CANTIDAD DE USUARIOS POR EMPRESA mSTRJBll[l)0RA. 1997

Tipo de usuario por empresa Cantidad de usuarios Gas entregado en miles de m 1 

Metrogás 
Residencial 1 773 749 1 655 742 

Comercial 68 319 307 991 

Industrial 9 097 932 801 

Usinas 4 2 284 667 

Entes of. 4 046 60 887 

GNC 210 435 233 

Otros 2 743 

Subtotal 1 855 427 5 678 064 

GasBan S. A. 
Residencial 1 036 088 1 092 957 

Comercial 29 714 152 9H 

Industrial 8 694 1 454 609 

Usinas o o 

Entes of. 2 640 28 663 

GNC 133 297 597 

Otros 4 7 765 

Subtotal 1 077 273 3 034 505 

Camuzzi Gas Pampeana 
- Área La Plata 
Residencial 148 966 152 416 018 

Servicio general 7 735 43 459 354 

Grnndes consumos 4 23 922 819 

Subtotal 156 713 244 653 

Total general 3 089 413 8 712 813 

FllENTES: Enargas, 1998 y Camuzzi Gas Pampeana (una de las empresas distribuidoras de gas, resul­
tado de la privatización y que tiene concesión en la parte de la región metropolitana sobre la cual en­
focamos nuestro estudio). 
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ClJADR0 2 
ENERGÍA ELÉCTRICA ENTREGADA Y CANTmAU DE USUARIOS POR EMPRl:-:SA DISTRIIHJll)0RA, 1997

Tipo de usuario por empresa_ 

Edenor 
Residencial 
Intermedio 
(.;rnndes demandas 
Asentamientos 
Subtotal 
Edesur 
Residencial 
Intermedios 
Grnndes demandas 
Asentamientos 
Subtotal 
Edelap 
Residencial 
Intermedios 
(.;randes demandas 
Asentamientos 
Subtotal 
Total general 

FUENTE: ENRE. 
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Cantidad de usuarios 

1 077 644 

24 588 

4 280 

238 

1 106 750 

1 171 452 

29 076 

5 140 

65 

1 205 733 

143 172 

1 911 

296 

781 

146 160 

2 458 643 

Cantidad de electricidad 
entregada en MWh 

4 069 020 

943 958 

3 233 679 

74 946 

8 321 750 

5 004 287 

1 193 604 

2 710 943 

821 

8 909 655 

590 157 

102 253 

192 891 

2 455 

887 756 

18 119 161 
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